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II. RÉGIMEN DE COMERCIO Y DE INVERSIÓN EXTRANJERA

1) Panorama general

1. Durante el período objeto de examen (2005-2011), el Ecuador ha introducido importantes enmiendas constitucionales y emprendido los cambios institucionales conexos, lo que puede tener repercusiones de amplio alcance en su estrategia de desarrollo económico y social y, en particular, en la función que desempeñan el comercio y la inversión extranjera directa (IED).  Esas enmiendas constitucionales prevén, entre otras cosas, una mayor participación del Estado en los sectores "estratégicos" de la economía, y/o un mayor control de estos, así como un régimen comercial orientado cada vez más hacia el interior, con un mayor énfasis en la sustitución selectiva de importaciones, por ejemplo.  La nueva Constitución ha sido con frecuencia fuente de litigio, polémicas y preocupación para los inversionistas, posiblemente en detrimento de la IED.  Cuestiones como la productividad total de los factores, y por lo tanto la competitividad internacional, así como la diversificación de productos y mercados, se han convertido también en elementos importantes de la política económica.  Habida cuenta de que la legislación destinada a aplicar esos cambios constitucionales e institucionales se encuentra aún en proceso de aprobación, actualmente no se dispone de ninguna evaluación de las repercusiones de estos.

2. Asimismo, se han adoptado medidas para mejorar e institucionalizar la transparencia y la rendición de cuentas por el sector público, lo que reduce el margen de discrecionalidad administrativa y, por lo tanto, los casos de corrupción.  Pese a ello, el Ecuador ha obtenido una baja calificación en la clasificación internacional en ámbitos como el de la corrupción (y del costo conexo de las actividades empresariales).  El Ecuador ha cursado notificaciones a la OMC en relación con diversos ámbitos.  La puntualidad de presentación de dichas notificaciones está mejorando gracias al apoyo técnico prestado por la Secretaría de la OMC.

3. A pesar de las nuevas disposiciones constitucionales centradas en el regionalismo, el Ecuador, beneficiario de la asistencia técnica relacionada con el comercio prestada por la OMC, reconoce que las normas del comercio multilateral ofrecen cierto nivel de seguridad y previsibilidad, y, durante el período objeto de examen, ha utilizado los procedimientos de solución de diferencias de la OMC para defender sus intereses comerciales en varios asuntos.  Sus objetivos de integración regional se han basado en forma creciente en criterios políticos o sociales, más que en las prioridades económicas convencionales, y sus iniciativas se han orientado en mayor medida hacia sus relativamente pequeños interlocutores comerciales latinoamericanos.  Como consecuencia de ello, hasta ahora no se han adoptado medidas preferenciales de liberalización comercial importantes, ni parece que haya perspectivas de concretarlas en el futuro cercano, habida cuenta de que las negociaciones sobre acuerdos de libre comercio con los principales interlocutores comerciales están estancadas (en el caso de los Estados Unidos) o avanzan lentamente (en el caso de la Unión Europea).  A raíz de un reciente cambio de política de orden práctico, el Ecuador prevé negociar acuerdos más amplios para el desarrollo, que abarcan diversas esferas de política y no únicamente el comercio.  Algunos de esos acuerdos están actualmente en proceso de negociación (con Turquía, por ejemplo) o se está estudiando la posibilidad de su concertación (con China, la República de Corea, el Consejo de Cooperación del Golfo y la AELC).

4. El Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, que fue aprobado en 2010 y abarca un ámbito amplio, simplificó el marco jurídico que rige la IED y dispuso, entre otras cosas, el trato nacional para los inversionistas extranjeros con sujeción a determinadas condiciones;  asimismo, estableció garantías adicionales en relación con los contratos de inversión.  El régimen de inversión extranjera directa sigue siendo en principio no discriminatorio, a excepción de las inversiones orientadas hacia los sectores "estratégicos" y otras esferas determinadas (por ejemplo la pesca, los medios de comunicación, las actividades de extracción y el transporte marítimo), sobre las que el Gobierno mantiene algunos derechos exclusivos.  Sin embargo, las iniciativas del Ecuador basadas en la Constitución se perciben como una fuente de incertidumbre y un freno con respecto a la inversión extranjera directa y, posiblemente, también con respecto a la inversión nacional.

2) Cambios constitucionales e institucionales recientes

5. La vigésima Constitución del Ecuador, aprobada en 2008, consta de 444 artículos.
  Las facultades de la Función Ejecutiva se han acrecentado en relación con las otras funciones del Gobierno, y el papel del Estado se ha expandido considerablemente en los principales sectores "estratégicos" (y potencialmente lucrativos) de la economía (capítulos III 4) iv) y IV 3), 4), 5), y 6) v)).  La Constitución de 2008 establece normas marco que preparan el camino para la intervención del gobierno y para la concesión de preferencias gubernamentales a los nacionales en numerosas esferas de la política económica;  las normas sobre las cuestiones relacionadas con el desarrollo rigen, entre otras cosas, la planificación, la soberanía alimentaria
, la soberanía energética
, la soberanía económica (con inclusión de las disposiciones relativas a la política comercial;  sección 5)), los sectores, servicios y empresas públicas estratégicos
, y la producción y el trabajo.  También contiene directrices relativas a las relaciones internacionales y el buen vivir que, entre otros temas, abordan la "inclusión" y la equidad, la biodiversidad y los recursos naturales.  La Constitución de 2008 se ocupa además de la transparencia y el control social (sección 3) ii)).  Tras la celebración, el 7 de mayo de 2011, de un referéndum de 10 preguntas, se aprobaron, entre otras cosas, la limitación de las operaciones bancarias por parte de las empresas de servicios financieros, la prohibición de que los medios de comunicación sean propiedad de empresas ajenas a la actividad comunicacional, la reestructuración del sistema judicial y la proscripción de casinos y casas de juego.
6. El Ecuador es una república unitaria.  Ejerce la Función Ejecutiva el Presidente, que es el Jefe del Estado y de Gobierno.  La nueva Constitución, que permite la reelección presidencial por una sola vez, adelantó al 26 de abril de 2009 la elección del presidente y de la Función Legislativa, a la que se ha dado el nuevo nombre de Asamblea Nacional.
  El Presidente es el único facultado para nombrar y remover a los ministros de Estado, sin necesidad de aprobación de la Asamblea Nacional;  la mayor parte de los 37 miembros del Gabinete Ministerial pertenecen al partido político del Presidente.  Éste tiene facultad exclusiva para someter el presupuesto del Estado a la Asamblea Nacional para su aprobación, establecer, modificar o suprimir los tipos arancelarios y la nomenclatura arancelaria y definir la política exterior.  Con arreglo a la Constitución, sólo el Presidente tiene la facultad de negociar tratados internacionales.  Los tratados internacionales relativos a acuerdos de integración, los que atribuyan competencias jurídicas a un organismo internacional o supranacional, o los que contengan el compromiso de expedir, modificar o derogar una ley deben ser aprobados por la Función Legislativa.

7. Ejerce la Función Legislativa la Asamblea Nacional, órgano unicameral integrado por 124 miembros (anteriormente 100) elegidos para un período de cuatro años en 24 circunscripciones provinciales por representación proporcional.  Compete exclusivamente a la Función Legislativa aprobar el presupuesto del Estado y crear o modificar tributos, excepto los aranceles aduaneros.  Pueden presentar proyectos de ley, entre otros, los asambleístas, el Presidente, la Corte Constitucional (véase infra), los organismos públicos y los ciudadanos ecuatorianos siempre y cuando el proyecto cuente con el respaldo del 0,25 por ciento de las personas inscritas en el registro electoral.
  El Presidente (mediante referéndum) y los asambleístas (en un número no inferior a la tercera parte del total) pueden proponer enmiendas constitucionales.
  En este sentido, también tienen derecho de iniciativa los ciudadanos ecuatorianos, siempre y cuando la enmienda constitucional propuesta tenga el respaldo de al menos el 8 por ciento (anteriormente, el 1 por ciento) de las personas inscritas en el registro electoral.

8. La Función Judicial compete a la Corte Constitucional (que sustituye a la Corte Suprema de Justicia), la Corte Nacional de Justicia, las cortes provinciales, los tribunales y los jueces.  Los nueve jueces que integran la Corte Constitucional desempeñan sus cargos por un período inicial de nueve años, son renovados cada tres años, y los designa una comisión calificadora compuesta por dos personas nombradas por cada una de las Funciones:  Legislativa, Ejecutiva y de Transparencia y Control Social (sección 3) ii)).
  Como se ha señalado anteriormente, a raíz del referéndum sobre reformas constitucionales celebrado en mayo de 2011 se aprobó la reforma judicial, que fue, en parte, una respuesta a la mayor preocupación pública suscitada por los problemas de delincuencia e inseguridad.  En los procedimientos que se refieren a la aplicación de normas de la Comunidad Andina, los tribunales pueden suspender el procedimiento interno y someter la cuestión al Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina para su interpretación.  La interpretación de dicho Tribunal es vinculante para los jueces nacionales que hayan realizado la consulta.  En el período comprendido entre 2005 y el primer trimestre de 2011 se sometieron a interpretación un total de 255 casos y se interpusieron 21 acciones por incumplimiento.
9. A efectos administrativos, el Ecuador está dividido en cuatro regiones autónomas, 24 provincias y 229 cantones.  La Constitución establece las competencias exclusivas que se atribuyen a cada nivel de gobierno.
  El Estado central tiene competencias exclusivas sobre, entre otras, las siguientes cuestiones:  la defensa nacional;  la protección interna y el orden público;  las relaciones internacionales;  la planificación nacional;  las políticas económica, tributaria, aduanera, arancelaria, fiscal y monetaria, de comercio exterior y de endeudamiento;  las áreas naturales protegidas y los recursos naturales;  el manejo de desastres naturales;  el espectro radioeléctrico y el régimen general de comunicaciones y telecomunicaciones;  los puertos y aeropuertos;  los recursos energéticos, minerales, hidrocarburos, hídricos, biodiversidad y recursos forestales, y el control y administración de las empresas públicas nacionales.  A fin de promover el desarrollo regional, en octubre de 2010 se introdujo el Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, que contiene un modelo obligatorio y progresivo encaminado a reasignar los ingresos fiscales del gobierno central a los gobiernos regionales, y que se aplicará en 2011.

3) Institucionalización de la transparencia

i) Formulación y evaluación de la política comercial

10. El Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de diciembre de 2010, creó el Comité de Comercio Exterior (COMEX) como órgano interinstitucional encargado de formular y regular la política comercial.
  Desde abril de 2011
, la Secretaría Técnica del COMEX, es decir, el anteriormente denominado Consejo de Comercio Exterior e Inversiones (COMEXI)
, es el órgano responsable de diseñar, monitorear y evaluar la política comercial del Ecuador.  Las entidades gubernamentales que participan en la labor del COMEX son, entre otras, los ministerios que están a cargo de la política de comercio exterior, la política agrícola, la política industrial y las finanzas públicas, así como el Servicio de Rentas Internas, la autoridad aduanera y la Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (SENPLADES).  En virtud de lo dispuesto en el Código Orgánico de diciembre de 2010 se ha establecido el Consejo Consultivo de Desarrollo Productivo y Comercio Exterior, encargado de formular recomendaciones en materia de desarrollo productivo, inversiones y comercio exterior (sección 8));  sus miembros son, entre otros, representantes del sector privado, las empresas mixtas (es decir, las empresas de propiedad pública y privada), los sindicatos, los gobiernos locales y el ámbito académico.  El Consejo Sectorial de la Producción, según lo dispuesto en el Código Orgánico de 2010, formula las políticas de producción y "desarrollo productivo";  el Ministerio de Coordinación de la Producción, Empleo y Competitividad está encargado, entre otras cosas, de coordinar y armonizar las políticas y medidas intersectoriales de las instituciones pertinentes del sector público.
  El Ministerio de Industrias y Productividad (MIPRO, ex-MICIP) está encargado de aplicar la política comercial.  Esta actividad exige una estrecha coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores (MRE), responsable de las negociaciones comerciales internacionales, y con entidades de los sectores público y privado.  Como resultado de las reformas institucionales llevadas a cabo desde el anterior Examen de las Políticas Comerciales del Ecuador, se amplió la rama ejecutiva del Gobierno:  en junio de 2011 había 20 ministerios, ocho ministerios de coordinación y nueve secretarías nacionales.

11. No hay ningún órgano independiente (no gubernamental) (por ejemplo, institutos de investigación económica) que evalúe las políticas comerciales y relacionadas con el comercio del Ecuador y proporcione asesoramiento a los encargados de formular las políticas.  Antes de establecer las políticas, adoptar medidas o emprender negociaciones comerciales, el Gobierno consulta con el sector privado, sobre una base ad hoc.

ii) Transparencia a nivel nacional

12. Pese a las medidas adoptadas en los últimos años, la transparencia
 y, por tanto, la corrupción siguen constituyendo una preocupación y un desafío en el Ecuador.  El Ecuador es signatario de la Convención Interamericana contra la Corrupción de 1996 y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de 2003
;  participa en actividades relacionadas con esos acuerdos y sus recomendaciones, así como en el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC).  Asimismo, interviene en las actividades del Observatorio Andino de Transparencia y Lucha contra la Corrupción, que se estableció en febrero de 2011 con el objetivo de promover la armonización de las legislaciones de los países socios, elaborar un sistema de indicadores para medir los niveles de corrupción y transparencia de la gestión y poner en práctica un sistema común de sanciones.
  Las autoridades indicaron que uno de los ejes principales del actual gobierno es el programa Revolución por la Lucha contra la Corrupción, cuyo objetivo es combatir el manejo poco escrupuloso de los fondos públicos y las privatizaciones, así como las deudas "deshonrosas" y el pillaje institucionalizado.  El Ecuador cuenta con leyes y reglamentos para combatir la corrupción en el ámbito público, pero al parecer no se hacen cumplir adecuadamente, aunque se están adoptando medidas en el marco de la reforma prevista de la Función Judicial (sección (2)).
  Ofrecer o aceptar sobornos es un acto ilícito que se castiga con pena de prisión de hasta cinco años.
13. En virtud de la Constitución de 2008 se creó la Función de Transparencia y Control Social del Estado, una de cuyas funciones es prevenir y combatir la corrupción.
  En diciembre de 2008 se creó la Secretaría Nacional de Transparencia de Gestión (SNTG), cuya función es investigar y denunciar actos de corrupción en el sector público, y asegurar el cumplimiento estricto de las disposiciones de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública (véase supra)
;  además, se está elaborando un registro de casos probados de corrupción.  Ambas entidades pueden llevar a cabo investigaciones sobre supuestos actos de corrupción, pero la responsabilidad del enjuiciamiento incumbe a la Fiscalía.  El Contralor General del Estado está encargado de supervisar los fondos públicos;  hay frecuentes investigaciones y ocasionales enjuiciamientos relacionados con irregularidades;  al parecer, la supervisión a que efectivamente están sujetos los organismos autónomos es escasa.  Las autoridades indicaron que muchos exfuncionarios públicos están involucrados en actividades de blanqueo de dinero, pero no pueden ser procesados debido al vacío jurídico existente;  es decir, el sector público se considera el único agente susceptible de cometer actos de corrupción.  Hasta el momento, de todos los casos investigados por la SNTG, sólo se ha completado una investigación preliminar sobre la falsificación de documentos de migración;  los casos restantes se han remitido a la Fiscalía General o al Contralor General, a la espera del examen de las pruebas.

14. La Ley de Prevención, Detección y Erradicación del Delito de Lavado de Activos, aprobada en 2010, establece controles rigurosos para detectar activos o movimientos financieros resultantes de actividades delictivas y del crimen organizado.  Se ha autorizado la incautación de propiedades obtenidas por medio de actividades delictivas en el Ecuador.  Las instituciones financieras están obligadas a registrar la identidad, la ocupación, el domicilio particular y el estado civil de sus clientes.  Las empresas deben identificar sus accionistas, activos y participaciones, representantes legales y sede.  Se debe informar a las autoridades aduaneras de las cantidades en efectivo que excedan de 10.000 dólares EE.UU.

15. La Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, de 2004, garantiza el acceso a la información pública, y exige, entre otras cosas, la difusión de la información a través de un portal de información o página Web.
  Esta prescripción de difusión de información abarca la estructura organizativa funcional de la entidad pública, el marco jurídico, el directorio de la institución, los servicios que ofrece y las formas de acceder a ellos, el texto íntegro de todos los contratos colectivos vigentes en la institución, los formularios o formatos de solicitudes, el presupuesto anual, en que se especifiquen ingresos, gastos, financiamiento y resultados operativos, e información completa sobre los procesos contractuales.  Los ministerios y secretarías nacionales están sujetos a control, vigilancia y evaluación mediante programas de soporte lógico, tales como el programa "Gobierno por Resultados", el "Sistema de Información para la Gobernabilidad Democrática" (SIGOB), y la Gestión por Resultados (GPR).  Las autoridades han señalado que el Banco Mundial felicitó al Ecuador por la adopción de importantes medidas preventivas en favor de la transparencia y contra la corrupción.
iii) Transparencia en relación con la OMC

16. Además de someterse al presente Examen de las Políticas Comerciales, el Ecuador se ha esforzado por presentar a la OMC notificaciones en varias esferas (cuadro AII.1).  Pese a las mejoras logradas desde el último Examen de sus políticas comerciales, el historial del Ecuador en materia de notificaciones a la OMC se ha caracterizado por la irregular frecuencia de presentación, con prolongados períodos durante los cuales no se han presentado notificaciones en varias esferas, por ejemplo la agricultura (intervalo de cuatro años), el cuestionario sobre los procedimientos para el trámite de licencias de importación (intervalo de siete años), las medidas sanitarias y fitosanitarias (desde 2005 se ha presentado una notificación en 2009 y una en 2010), las empresas comerciales del Estado (primera notificación en 2010), e información sobre aranceles aduaneros y comercio (última notificación en 2008).  En mayo de 2011, las autoridades indicaron que, con el apoyo de la Secretaría de la OMC, se estaba poniendo en marcha un proyecto para mejorar la presentación de notificaciones.
4) Leyes y reglamentos mercantiles

17. El orden jerárquico de aplicación de las normas jurídicas sigue siendo el siguiente:  la Constitución;  los tratados y convenios internacionales;  las leyes orgánicas;  las leyes ordinarias;  las normas regionales y las ordenanzas distritales;  los decretos y reglamentos;  las ordenanzas;  los acuerdos y las resoluciones;  y los demás actos y decisiones de los poderes públicos.
  Los textos jurídicos se publican en el Registro Oficial, que puede consultarse en línea
, y los más importantes pueden también consultarse en línea en los sitios Web de los ministerios competentes.

18. Durante el período objeto de examen, la reforma normativa fue resultado del esfuerzo por unificar los textos jurídicos que rigen el comercio y las finanzas, a fin de armonizarlos con la nueva estrategia de desarrollo económico y social (sección 5)) y los principios y disposiciones constitucionales pertinentes.  Se tomaron medidas en muchas esferas comerciales y relacionadas con el comercio, como la producción, el comercio y la inversión, el régimen de contratación pública, las empresas públicas, las normas, las medidas sanitarias y fitosanitarias, la minería y los hidrocarburos.  Sin embargo, hay más de 14.000 leyes y reglamentos en vigor;  al parecer, algunos de esos instrumentos son incompatibles, lo que ha dado lugar a decisiones judiciales imprevisibles y, a veces, contradictorias.  No existen planes de reforma normativa para lograr una mayor racionalización o simplificación de la legislación.

5) Objetivos de la política comercial

19. Actualmente, el Ecuador está redefiniendo por completo su estrategia de desarrollo económico y social para, entre otras cosas, diversificar la economía y hacerla más inclusiva.  Según indican las autoridades, esa transformación exige el establecimiento de nuevas bases para la política comercial del país, que debe establecer el bienestar social como un fin en sí mismo y poner en práctica los principios de la Constitución de 2008.  De conformidad con este instrumento, los objetivos de la política comercial son:  desarrollar y fortalecer los mercados internos a partir del objetivo estratégico establecido en el Plan Nacional de Desarrollo (véase infra);  regular y promover la inserción del país en la economía mundial;  fortalecer la producción nacional;  contribuir a que se garanticen la soberanía alimentaria y energética y se reduzcan las desigualdades internas;  impulsar el desarrollo de las economías de escala y del comercio justo;  y evitar las prácticas monopólicas y oligopólicas, particularmente en el sector privado, y otras que afecten el funcionamiento de los mercados.
  El Estado ha de promover las exportaciones ambientalmente responsables, con preferencia las que generen mayor empleo y valor agregado, y en particular las exportaciones de los pequeños y medianos productores y del sector artesanal.  El Estado debe además propiciar las importaciones necesarias para los objetivos del desarrollo y desincentivar aquellas que afecten negativamente a la producción nacional, a la población y a la naturaleza.

20. El Plan Nacional de Desarrollo para el período 2008-2011 del Ecuador consideraba la consolidación del crecimiento como instrumento para promover el desarrollo "inclusivo".
  El desafío ha residido en superar las limitaciones al crecimiento y estructurar una eficaz intervención del gobierno, que combine las políticas económicas, sociales y ambientales.  Según el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), que presta una sustancial ayuda al Ecuador en forma de préstamos para la ejecución de sus programas, los riesgos que enfrenta la estrategia están vinculados con aspectos macroeconómicos y políticos y con el marco institucional.
21. El Plan Nacional de Desarrollo para el período 2009-2013 (o Plan Nacional para el Buen Vivir (PNBV)) propone, entre otras cosas, la democratización de los medios de producción, la redistribución de la riqueza y la diversificación de las formas de propiedad y de organización;  la transformación del patrón de especialización de la economía a través de la sustitución selectiva de importaciones;  el aumento de la productividad total de los factores
 y la diversificación de las exportaciones, los exportadores y los mercados de exportación;  la inserción estratégica y soberana en el mundo y en América Latina;  la transformación de la educación superior y la transferencia de conocimientos en ciencia, tecnología e innovación;  la conectividad y las telecomunicaciones para construir la sociedad de la información, y el cambio de la matriz energética.

22. En consonancia con los objetivos fijados por todos estos textos y por el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de diciembre de 2010
, el Ecuador prevé (véase infra) utilizar, o ya ha utilizado, medidas arancelarias y no arancelarias (por ejemplo, a través de la contratación pública y las empresas públicas) para prestar apoyo a la producción nacional, sustituir importaciones de manera selectiva y promover las exportaciones.  Desde finales de 2010 se ha fortalecido la asistencia prestada mediante incentivos fiscales y no fiscales y la mayor intervención y/o control del Estado en las actividades económicas (capítulos III 4) iv) y IV 3), 4), 5) y 6) v)).

23. La amplia Agenda para la Transformación Productiva (ATP)
 de 2010 establece una nueva estrategia de política económica consistente en la acumulación y el reequilibrio entre las rentas del capital y del trabajo, con objeto de potenciar el desarrollo del ser humano, y define el contenido de una política de "fomento productivo" que utiliza a modo de instrumento.  Este modelo se aplicará dentro de un marco de respeto a la propiedad privada, de seguridad jurídica y bajo un esquema de cooperación pública- privada.  La ATP, que reconoce la heterogeneidad estructural interna, la alta concentración de la economía (capítulo III 4) iii) a)) y las dificultades en materia de productividad y competitividad internacional, se basa en cuatro principios:  la equidad, la sostenibilidad ambiental, la eficiencia energética y la competitividad sistémica.  Su objetivo es lograr el cambio de un modelo primario exportador para pasar a una economía de conocimiento, de exportaciones de alto valor agregado y en total sintonía con la protección de la naturaleza.  Los ocho pilares de la ATP son los siguientes:  el cambio en la matriz productiva;  la reducción de la heterogeneidad estructural;  la democratización de los recursos/empleo de calidad;  el talento humano;  un sistema integral para la innovación y el emprendimiento;  la competitividad y productividad sistémicas;  la sostenibilidad ambiental, y el cambio cultural y de imagen del país.  La ATP prevé un aumento de la tasa del crecimiento de la productividad laboral del 2,9 por ciento en 2010 al 7,1 por ciento en 2011, el 11,3 por ciento en 2012 y el 15,5 por ciento en 2013.  Entre 2009 y 2013, el número de productos de exportación distintos del petróleo aumentará de 3.154 a 4.691, y los destinos de exportación de 153 a 174.  En la ATP se señala que los compromisos comerciales internacionales contraídos por el Ecuador a nivel subregional, regional y multilateral (OMC) consisten en obligaciones y derechos que permiten la utilización flexible de determinados instrumentos de política.
24. De acuerdo con el Plan Nacional para el Buen Vivir (PNBV) correspondiente al período 2011-2013, la estrategia de desarrollo endógeno, la rigidez del sistema monetario y el aumento de las importaciones exigen, entre otras cosas, el establecimiento de mecanismos que sustenten una estrategia de desarrollo interno y la reducción de la dependencia de las importaciones.
  Entre esos mecanismos se incluyen los siguientes:  medidas arancelarias para reducir la dependencia excesiva de los componentes importados;  ayuda interna para el desarrollo de actividades que impliquen un aumento del valor agregado o un proceso de transformación (preferentemente por parte de las PYME) y medidas a largo plazo para promover las exportaciones y atraer inversiones productivas.
  Los sectores sujetos a medidas de sustitución selectiva de importaciones abarcan los siguientes bienes:  abonos, agroquímicos, plaguicidas y fungicidas, jabones, detergentes y cosméticos, otros productos químicos, cerámica, azulejos y baldosas, productos textiles, prendas de vestir, calzado, artículos de cuero, fabricación de aparatos de radio y televisión, teléfonos, aparatos electrónicos en general y aparatos eléctricos.  Más específicamente, la Agenda tiene por objetivo reducir la participación de las importaciones de maíz, soja (soya), trigo y cebada en el consumo interno hasta el 40 por ciento para 2013.  Además, prevé la evaluación y "especificación" del margen de preferencia en la contratación pública de productores y proveedores nacionales (capítulo III 2) ix)), en consonancia con los objetivos de la estrategia de sustitución de las importaciones y la transformación del modelo/matriz de producción del país.
6) Acuerdos y arreglos comerciales

i) OMC

25. El Ecuador, Miembro de la OMC desde el 21 de enero de 1996, no ha firmado el Acuerdo sobre Tecnología de la Información ni ninguno de los acuerdos plurilaterales, incluido el Acuerdo sobre Contratación Pública de la OMC.  Su Constitución de 2008 reconoce al derecho internacional como norma de conducta, y demanda la democratización de los organismos internacionales y la equitativa participación de los Estados al interior de éstos.

a)
Programa de Doha para el Desarrollo (PDD)
26. Desde el anterior examen de sus políticas comerciales, el Ecuador ha participado activamente en la Ronda de Doha de negociaciones comerciales multilaterales;  los documentos más recientes que ha presentado, individual o conjuntamente, se refieren a los ADPIC y cuestiones relacionadas con los ADPIC (por ejemplo, la diversidad biológica y los vinos y las bebidas espirituosas), las subvenciones a la pesca, la facilitación del comercio, el acceso a los mercados de los productos no agrícolas, la agricultura y los acuerdos comerciales regionales.

27. En la Conferencia Ministerial de la OMC celebrada en Ginebra en noviembre de 2009, el Ecuador reiteró que las normas multilaterales de comercio otorgan cierta seguridad, pero señaló que era imperativo completar el PDD sin perder de vista la necesidad de contar con flexibilidades específicas para los países del Sur y la aplicación de los principios de trato especial y diferenciado y reciprocidad menos que plena, y promover el equilibrio de los acuerdos alcanzables en cada uno de los procesos de negociación.
  Señaló que, para enfrentar los retos mundiales, la OMC debe definir una nueva gobernanza y reformarse para ejercer el liderazgo necesario para establecer reglas de comercio justas y equitativas, que permitan reducir las crecientes brechas de bienestar y tecnología prevalecientes entre países del Sur y del Norte.  El Ecuador instó a los países del Norte a reconocer su responsabilidad en la crisis mundial y a eliminar sus subsidios, sus ayudas distorsionantes y cualquier otra medida limitante del acceso de los productos de los países del Sur.  El sistema multilateral de comercio debe ser un instrumento para el desarrollo, además de "incluyente", socialmente responsable y capaz de articular soluciones innovadoras, tanto para mitigar la pobreza como para contrarrestar los efectos negativos del comercio mundial en la biosfera y en el cambio climático.  El programa de la OMC debería incluir la adopción de un nuevo esquema de monitoreo y regulación financiera.

b)
Asistencia técnica relacionada con el comercio
28. Entre 2007 y (julio de) 2011 los funcionarios del Ecuador se beneficiaron de hasta 40 actividades organizadas en el marco de las actividades de asistencia técnica relacionada con el comercio (ATRC) de la OMC, en forma de aprendizaje a distancia (en línea), seminarios/talleres nacionales, cursos regionales de política comercial, cursos regionales de formación, cursos especializados, cursos avanzados y cursos temáticos.
  Estas actividades abarcaron negociaciones generales y negociaciones arancelarias (acceso a los mercados para los productos no agrícolas), técnicas de negociación, normas, obstáculos técnicos al comercio, ADPIC, acuerdos comerciales regionales, facilitación del comercio, comercio y medio ambiente, incorporación del comercio en los programas de desarrollo y de reducción de la pobreza y en los planes de desarrollo, agricultura y cuestiones relacionadas con los servicios.  En 2008 y 2009, el Ecuador no participó en actividades de ese tipo a causa de la reorganización institucional que llevaba a cabo y las limitaciones de personal en la mayoría de las instituciones nacionales.  En 2010 se realizaron 36 actividades de ATRC y, a fines de noviembre, el Ecuador participó en una actividad regional de formación, celebrada en Quito, que se centró especialmente en la Ayuda para el Comercio;  el objetivo de la actividad era formar a los participantes para rellenar el formulario de autoevaluación de la Ayuda para el Comercio e identificar y presentar experiencias concretas de Ayuda para el Comercio.
  Entre las necesidades prioritarias del país en materia de ATRC para los próximos años cabe citar la asistencia en relación con las medidas especiales, los obstáculos técnicos al comercio, las medidas sanitarias y fitosanitarias y la valoración en aduana.
ii) Acuerdos comerciales preferenciales y regionales

29. Desde el anterior examen de sus políticas comerciales, las prioridades de integración del Ecuador han cambiado de orientación, de una postura mundial a una más centrada en la región (sección c)).
  De conformidad con la Constitución de 2008, su objetivo estratégico y prioritario es la integración política, cultural y económica de la región andina, de América del Sur y de América Latina.
  Sin embargo, durante el período objeto de examen el Ecuador no adoptó iniciativas importantes de liberalización a nivel regional;  las iniciativas adoptadas se limitaron a un Acuerdo de alcance parcial de complementación económica con Guatemala, un protocolo bilateral por el que se mantienen las preferencias de la República Bolivariana de Venezuela otorgadas en el marco de la Comunidad Andina, y un Acuerdo de cooperación y complementación económica que sustituye al protocolo en cuestión (sección a)).  La política del Ecuador consiste en negociar acuerdos comerciales amplios para el desarrollo que abarquen varias áreas de política en lugar de acuerdos de libre comercio circunscritos al comercio.

a)
Comunidad Andina
30. El Ecuador es miembro de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), cuyos objetivos principales son el establecimiento de una zona de libre comercio y la posible creación de una unión aduanera
;  en 2009, los miembros de la CAN representaban el 11,8 y el 13,9 por ciento de las exportaciones y las importaciones totales del Ecuador, respectivamente.
  Desde 1993 existe una zona de libre comercio en la que participan Colombia, el Ecuador, el Estado Plurinacional de Bolivia, el Perú y, hasta mediados de 2006, la República Bolivariana de Venezuela, y que abarca todas las líneas arancelarias (capítulo III 2) iv) d)).  El Ecuador inició el comercio en régimen de franquicia arancelaria con el Perú en 2000.  La unión aduanera aún no se ha concretado porque la aplicación de un arancel externo común, establecido en octubre de 2002, ha sufrido varias postergaciones.  El 1º de agosto de 2007 se estableció un Grupo de Trabajo de Alto Nivel de Política Arancelaria, encargado de formular recomendaciones para la redacción de un proyecto de decisión destinada a establecer una política arancelaria de la Comunidad Andina que incluyera a todos los países miembros para el 31 de enero de 2008, a más tardar.
  Desde entonces, no se han hecho nuevos avances;  a finales de abril de 2011 expiró un protocolo bilateral por el que se mantenían las preferencias de la República Bolivariana de Venezuela otorgadas en el marco de la Comunidad Andina, que fue sustituido por un Acuerdo de Cooperación y Complementación Económica.
31. La Unión Europea y la Comunidad Andina han estado trabajando desde 1993 para celebrar un acuerdo bilateral sobre comercio e inversión;  en mayo de 2006, ambas partes acordaron iniciar el proceso de negociación lo antes posible.  Aunque Colombia y el Perú celebraron un acuerdo de libre comercio con la Unión Europea en mayo de 2010 (que será firmado en 2011 y ratificado a mediados de 2012), los esfuerzos del Ecuador y del Estado Plurinacional de Bolivia en este sentido se han estancado.  Aunque en las últimas reuniones entre el Ecuador y la UE, celebradas en noviembre de 2010, no hubo progresos, en junio de 2011, las autoridades indicaron que las negociaciones posiblemente concluirían a fines de año, una vez dilucidas las cuestiones pendientes con respecto al Ecuador, entre ellas, las relativas a la contratación pública y las telecomunicaciones.

32. El Acuerdo de la Comunidad Andina, vigente desde mayo de 1988, fue notificado al GATT de conformidad con la Cláusula de Habilitación, en octubre de 1990.  Durante el período objeto de examen, la Comunidad Andina no presentó al Comité de Comercio y Desarrollo de la OMC ningún informe sobre las medidas adoptadas por sus miembros.

b)
Acuerdos negociados en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI)
33. El Ecuador ha sido miembro de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) desde agosto de 1980;  el objetivo de largo plazo de la ALADI es el establecimiento de una zona de libre comercio entre todos los países miembros.
  En 2009, los miembros de la ALADI representaron el 23,9 y el 31 por ciento de las exportaciones y las importaciones totales del Ecuador, respectivamente.
  El Ecuador ha suscrito acuerdos de alcance parcial con Chile, Cuba, los países miembros del MERCOSUR (la Argentina, el Brasil, el Paraguay y el Uruguay) y México (capítulo III 2) iv) d), cuadro AIII.2), pero ninguno de esos acuerdos ha sido notificado a la OMC.  Los recortes arancelarios del Ecuador alcanzan el 100 por ciento del tipo arancelario y la cobertura oscila entre el 3,3 por ciento (Cuba) y el 99,4 por ciento (Brasil) de las líneas arancelarias, según el acuerdo de que se trate.  El acuerdo de alcance parcial con Chile excluye unos 230 productos, fundamentalmente agrícolas.
  En virtud del acuerdo con el MERCOSUR, suscrito conjuntamente por el Ecuador, Colombia y la República Bolivariana de Venezuela, alrededor de un quinto de las importaciones del Ecuador procedentes del Brasil y la Argentina tiene acceso libre de derechos desde que el acuerdo entró en vigor, y las restantes líneas arancelarias podrán beneficiarse de este trato a más tardar para 2018.
  El único nuevo acuerdo firmado por el Ecuador en el marco de la ALADI durante el período objeto de examen fue el Acuerdo de Alcance Parcial de Complementación Económica con Guatemala, de 15 de abril de 2011.
  Este acuerdo prevé la liberalización gradual del comercio, en un plazo de cinco años, de 700 partidas arancelarias, incluidas las correspondientes a camarones, flores y plantas ornamentales, frutas, dulces, productos enlatados, caucho, vegetales, medicamentos, artículos de artesanía, artículos de cuero, acero, hierro, electrodomésticos, textiles y prendas de vestir, quedando excluidos los productos sensibles, como el café y el banano.  El Ecuador se comprometió a otorgar trato preferencial a 21.000 toneladas de azúcar procedente de Guatemala anualmente.

34. El Acuerdo sobre la ALADI, vigente desde marzo de 1981, fue notificado al GATT de conformidad con la Cláusula de Habilitación, en julio de 1982.  Durante el período objeto de examen, la Secretaría de la ALADI presentó al Comité de Comercio y Desarrollo de la OMC dos informes bienales (2007 y 2010) sobre las medidas adoptadas por sus miembros.

c)
Otros acuerdos recíprocos
35. El Ecuador participa en el Sistema Global de Preferencias Comerciales entre Países en Desarrollo (SGPC), notificado al GATT de conformidad con la Cláusula de Habilitación en septiembre de 1989;  el compromiso contraído por el Ecuador en el marco del SGPC consiste en recortes arancelarios para seis partidas arancelarias (ron, bebidas espirituosas, caucho sintético, poliésteres y partes y accesorios para motores) que oscilan entre el 10 y el 40 por ciento.

36. En mayo de 2008, el Ecuador se sumó a la Unión Sudamericana de Naciones (UNASUR), que cuenta con 12 miembros y que es una iniciativa de integración política y económica en la región.
  En agosto de 2009, el Ecuador se adhirió a la Alternativa Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (ALBA), cuyo objetivo es intensificar la integración económica, política y social entre sus ocho países miembros.
  El ALBA constituye un intento por alcanzar la integración económica regional sobre la base de una visión que abarca el bienestar social, el comercio de trueque y la ayuda económica mutua, en vez de la liberalización del comercio.  Los países miembros del ALBA están abocados al proceso de introducir una nueva moneda regional, el Sistema Único de Compensación Regional o SUCRE (con un tipo de cambio de 1,25 SUCRE por dólar EE.UU.) como moneda de cuenta común, con miras a transformarlo finalmente en moneda efectiva.  El 6 de julio de 2010, la República Bolivariana de Venezuela y el Ecuador llevaron a cabo la primera operación comercial bilateral entre dos países del ALBA en la que se usó el SUCRE en lugar del dólar EE.UU.
d)
Acuerdos en curso de negociación
37. En la actualidad, el Ecuador está llevando a cabo una "incorporación inteligente al mercado mundial" mediante la negociación de acuerdos comerciales basados en la complementación económica y aspectos relativos al desarrollo, teniendo en cuenta las asimetrías entre los países.  Es improbable que en el futuro cercano se alcancen acuerdos preferenciales de liberalización comercial importantes;  la negociación de un acuerdo de libre comercio con los Estados Unidos se abandonó en 2006 y actualmente es objeto de estudio, mientras que se espera que la negociación con la UE concluya en 2011 (sección a)).  En 2009, los Estados Unidos y la UE fueron los principales mercados para las exportaciones del Ecuador (capítulo I 6)).  El Ecuador y Turquía concluirán las negociaciones sobre un acuerdo comercial para el desarrollo en 2011.  Se están estudiando las posibilidades para iniciar negociaciones con otros interlocutores comerciales estratégicos o potenciales (por ejemplo, China, Corea (Rep. de), los países del Consejo de Cooperación del Golfo, los países de la AELC y los países de América Central).

e)
Acuerdos preferenciales unilaterales
38. El Ecuador sigue siendo beneficiario de los esquemas adoptados en el marco del Sistema Generalizado de Preferencias por Australia, Bulgaria, el Canadá, los Estados Unidos, la Federación de Rusia, el Japón, Nueva Zelandia, Suiza, Turquía y la Unión Europea.  Los esquemas SGP más importantes para el Ecuador por lo que respecta al valor de las exportaciones y el empleo son los de las Estados Unidos y de la UE.  Hasta febrero de 2011, un gran número de productos del Ecuador exportados a los Estados Unidos recibieron trato de franquicia arancelaria en el marco de la Ley de Promoción del Comercio de los Países Andinos y Erradicación de la Droga (ATPDEA).  La ATPDEA podría haber beneficiado a 336 líneas arancelarias, que representan exportaciones por un valor de 430 millones de dólares EE.UU. (equivalente al 24 por ciento del comercio no petrolero o el 5,9 por ciento del comercio total con los Estados Unidos);  en la práctica, y como resultado, entre otras cosas, del incumplimiento de los procedimientos de documentación en relación con la ATPDEA, la presentación de documentación insuficiente y la falta de conocimiento, el valor de las exportaciones que se beneficiaron realmente de esa ley ascendió a 356 millones de dólares EE.UU.
  Según las autoridades, la no renovación de las preferencias previstas en la ATPDEA no implica necesariamente una reducción de la demanda de las exportaciones ecuatorianas en los Estados Unidos, lo que indica que tal vez esas preferencias no han incrementado realmente las exportaciones del Ecuador.  El Ecuador, el Estado Plurinacional de Bolivia y el Paraguay se benefician de varias preferencias unilaterales que les conceden los países miembros de la ALADI en el marco de los acuerdos regionales de apertura de los mercados firmados en 1983;  estos acuerdos regionales no han experimentado ninguna expansión significativa desde 1989, lo que ha dado lugar a la erosión de las preferencias a medida que los países de la ALADI gradualmente negocian acuerdos más exhaustivos.

7) Diferencias y consultas en materia de comercio
i) OMC

39. Desde el anterior examen de sus políticas comerciales, el Ecuador no ha participado como demandado en ninguna diferencia sometida al Órgano de Solución de Diferencias de la OMC;  ha participado como reclamante en dos asuntos, uno contra el régimen de las Comunidades Europeas con respecto a la importación, venta y distribución de bananos
, y el segundo contra una medida antidumping de los Estados Unidos sobre las importaciones de camarones.
  El Ecuador ha participado como tercero en cinco asuntos.
  Ha confirmado además su compromiso con el principio del "todo único" de la OMC, con inclusión de su mecanismo de solución de diferencias.
ii) Otros

40. A raíz de los cambios constitucionales y tras una serie de casos de arbitraje cuyos resultados le fueron desfavorables, el Ecuador se retiró del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (CIADI) del Banco Mundial, un tribunal para la resolución de controversias, en julio de 2009 y oficializó su retiro el 7 de enero de 2010
;  su Corte Constitucional ha dictaminado que el arbitraje internacional no cumple las disposiciones de la Constitución de 2008.
  El Ecuador indicó que había cumplido las disposiciones pertinentes del CIADI relativas a la denuncia.  Del mismo modo, acatará las disposiciones relativas a la vigencia de los tratados de protección recíproca de inversiones con posterioridad a su denuncia, así como aquellas que amparan a las inversiones realizadas en el marco de tales instrumentos (sección 8)).  En septiembre de 2009, una empresa multinacional extranjera sometió un caso a arbitraje internacional ante la Comisión de las Naciones para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) contra el Ecuador;  a julio de 2011, el caso aún no se había resuelto.
8) Régimen de inversiones extranjeras

41. Si bien el Ecuador al parecer sigue aplicando un régimen de inversiones extranjeras relativamente abierto en la mayoría de los sectores, su entorno de inversión se ha vuelto incierto a medida que las políticas económicas han seguido evolucionado en respuesta a disposiciones fundamentales de la Constitución de 2008.  Las expectativas sobre la reorientación del papel que desempeña el Estado en la economía y en el control de ésta como resultado de los cambios constitucionales (capítulos III 4) iv) y IV 3), 4), 5) y 6) v)), sumadas a la preferencia declarada por la inversión nacional frente a la extranjera y las frecuentes modificaciones legislativas, parece que han dado lugar a que se perciba un cierto grado de incertidumbre en relación con la seguridad de las inversiones extranjeras y los acuerdos contractuales en el país (sección 3) i)).  Hasta hace poco, la complejidad jurídica derivada de la interpretación de la legislación sobre inversión dificultó el cumplimiento de contratos y ha incrementado los riesgos y los costos de la actividad empresarial en el Ecuador.
  Este período de transición parece haber concluido tras la aprobación del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010 y su reglamento de aplicación, así como de las medidas adoptadas para agilizar los trámites administrativos relacionados con las actividades comerciales (véase infra y el capítulo IIII 4) iii)).

42. Durante el período objeto de examen, el marco jurídico ha experimentado varios cambios sustantivos en relación con el enfoque del Ecuador con respecto a la inversión extranjera.  En principio, actualmente se concede a los inversionistas extranjeros el trato nacional en virtud de determinadas normas.
  La Constitución de 2008 establece que "[e]l Estado promoverá las inversiones nacionales y extranjeras … otorgando prioridad a la inversión nacional", y que "[l]a inversión extranjera directa será complementaria a la nacional … y se orientará según las necesidades y prioridades definidas en el Plan Nacional de Desarrollo."
 En otras palabras, la inversión extranjera debe reflejar las prioridades del Plan Nacional de Desarrollo para el período 2009-2013 y complementar la inversión nacional.  La Constitución de 2008 prevé que las empresas públicas funcionen con exclusividad, o a través de una participación mayoritaria en empresas mixtas, en los denominados sectores "estratégicos" (sección 2)) de la economía
 ;  según las autoridades, esto implica que el Estado se reserva el derecho de planificar, adoptar decisiones y determinar modalidades de inversión con respecto a esos sectores con el fin de cumplir con los objetivos constitucionales y prestar los servicios públicos básicos.  La principal repercusión de las nuevas normas en materia de inversión ha tenido lugar en las industrias extractivas, como la minería y los hidrocarburos (capítulo IV 3) y (4) i)).  El Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010 rige, entre otras cosas, la inversión extranjera en el Ecuador (capítulo III 3) iv) c) y d)).  El Código de 2010 sustituyó a la Ley de Promoción y Garantía de las Inversiones de diciembre de 1997
, así como a otras 13 leyes que anteriormente regulaban la inversión extranjera, en un esfuerzo por mejorar la coherencia de las políticas en determinadas esferas.  Según las autoridades, el Código de 2010 ha aumentado la coherencia entre las políticas, los instrumentos de política y las actividades comerciales.  En la actualidad, el Consejo Sectorial de la Producción formula la política de inversión;  el MIPRO forma parte de ese Consejo (sección 3) i)).  Desde 2009, INVESTECUADOR, una unidad de apoyo del Consejo Sectorial de la Producción, ha prestado ayuda para la preparación de proyectos de inversión productiva;  con el fin de facilitar los procedimientos de inversión mantiene en funcionamiento un sistema de ventanilla única.

43. El Código de 2010 establece los denominados derechos de los inversionistas, entre los que figuran la libertad de producción y comercialización, el acceso a los procedimientos administrativos y acciones de control contra prácticas de competencia desleal, la libertad de importación y exportación de bienes y servicios y la libre transferencia al exterior, en divisas, de las ganancias.
  Para beneficiarse de esas garantías, las inversiones deben ser compatibles con la política consistente en dar prioridad a las inversiones social y ambientalmente sostenibles, es decir, las destinadas a generar empleo y que no provocan daños al medio ambiente.

44. Los extranjeros residentes en el Ecuador son considerados inversionistas nacionales.
  La inversión extranjera se define como la inversión que es de propiedad o que se encuentra controlada por personas naturales o jurídicas extranjeras domiciliadas en el extranjero, o que implique capital que no se hubiere generado en el Ecuador.
45. Para poder acceder a los incentivos establecidos en el Código Orgánico de 2010 no se requerirán autorizaciones de ninguna naturaleza, salvo aquellas que expresamente señale la ley (capítulo III 3) iv) y 4)c)).
  De conformidad con la Ley Reformatoria a la Ley de Compañías, de mayo de 2009, para recibir la autorización que les permita seguir funcionando, las empresas en el Ecuador están obligadas a registrar en forma anual los nombres de sus accionistas ante la Superintendencia de Compañías.  Desde 2004, un sistema de ventanilla única ayuda a tramitar el registro de nuevas empresas.
  Las empresas también pueden presentar casi toda la documentación que se requiere a través de las cámaras de comercio locales.  El gobierno central y varios gobiernos provinciales están analizando las formas de prestar servicios para atraer nuevas inversiones, facilitar su entrada y aliviar los obstáculos burocráticos y de otra índole.  De conformidad con la ATP, a partir de 2012, el programa SIN TRÁMITES reducirá los requisitos burocráticos para las nuevas empresas;  se estima que cuando el programa se aplique plenamente se reducirán los costos en unos 2,5 millones de dólares EE.UU.

46. Actualmente, se permiten las inversiones extranjeras con hasta el 100 por ciento de capital extranjero sin autorización ni supervisión previas en la mayoría de los sectores que al momento están abiertos a la inversión privada nacional.  Sin embargo, además de las disposiciones constitucionales que fortalecen el papel del Estado en los "sectores estratégicos" de la economía y que afectan a todos los inversionistas privados, la inversión extranjera directa sigue sujeta a restricciones de acceso en determinadas actividades.  Se necesita la aprobación del Consejo Nacional de Desarrollo Pesquero para las inversiones en acuicultura, laboratorios de larvas y centros de investigación.  La pesca artesanal sigue reservada a los pescadores nacionales y se prohíbe la entrada al país de buques camaroneros y langosteros de pabellón extranjera.  Se permite que empresas extranjeras realicen actividades pesqueras a condición de que la captura sea elaborada en el Ecuador.  Siguen vigentes los límites al número de empleados extranjeros que pueden contratar los titulares de derechos mineros o los contratistas en el sector de los hidrocarburos.  Se reserva el transporte de hidrocarburos a empresas navieras nacionales en las que el Estado tiene una participación mayoritaria.  Según la Ley de Radiodifusión y Televisión
, las personas naturales concesionarias de canales o frecuencias de radiodifusión y televisión deben ser ecuatorianas por nacimiento;  las personas jurídicas que reciben concesiones deben ser ecuatorianas y no pueden tener más del 25 por ciento de inversión extranjera.  Se prohíbe a las empresas y las personas naturales extranjeras adquirir bienes inmuebles o establecer actividades industriales o agrícolas dentro de un radio de 50 km (31 millas) de las fronteras nacionales sin la autorización previa del Consejo de Seguridad Nacional
;  sin embargo, son raras las ocasiones en que esta prohibición ha obstaculizado la inversión extranjera, puesto que varias empresas petroleras privadas operan yacimientos en territorios adyacentes a la frontera con Colombia.

47. En virtud de los compromisos contraídos en el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios, el Ecuador concede a los inversionistas extranjeros acceso a los mercados y trato nacional en 10 sectores, entre los que se cuentan determinados servicios prestados a las empresas, determinados servicios de telecomunicaciones, trabajos de preparación de terrenos para la minería, servicios relacionados con el medio ambiente, servicios sociales y de salud, servicios de turismo y servicios relacionados con viajes, y servicios de esparcimiento, culturales y deportivos.
  El Ecuador se comprometió a conceder a los inversionistas de los países miembros de la Comunidad Andina acceso a los mercados y trato nacional en todos los sectores con excepción de los enumerados en la Decisión 659, que están sujetos a determinadas condiciones.

48. La Constitución de 2008 exige que el Estado gestione el uso y acceso a la tierra, "que deberá cumplir la función social y ambiental", a la vez que reconoce y garantiza el derecho a la propiedad privada".

49. De conformidad con la Constitución y el Código Orgánico de 2010, la confiscación sigue estando prohibida.
  Se permite la expropiación de bienes inmuebles por el Estado en circunstancias excepcionales para aplicar planes de desarrollo social, manejo sustentable del ambiente y de bienestar colectivo, de manera no discriminatoria y previo pago de una indemnización justa y adecuada.
  Los bienes, ya sean inmuebles o muebles, que sean de propiedad conjunta de varias personas o empresas pueden ser incautados por los tribunales ecuatorianos mediante sentencias u órdenes de incautación en cumplimiento de prescripciones constitucionales y legislativas.  Todos los casos, tales como la expropiación de tierras previo el pago de una indemnización para la construcción de carreteras u otras infraestructuras, se publican en el Registro Oficial.
50. Desde 2010, los inversionistas pueden suscribir contratos de inversión mutuamente acordados para garantizar la estabilidad de los incentivos fiscales durante el plazo de vigencia del contrato, así como de los mecanismos de control y los parámetros de cumplimiento para cada proyecto;  el Consejo Sectorial de la Producción (sección 3) i)) establece dichos parámetros.
  En estos contratos podrá incluirse una cláusula relativa a la resolución de conflictos (sección 7) ii)).
  La Asamblea Nacional autorizó, en 2008, la denuncia de ocho acuerdos bilaterales de inversión firmados con países de América Central y el Caribe y, de octubre 2010 a mayo 2011, la de los firmados con Alemania, Finlandia, Francia, el Reino Unido y Suecia.  En mayo de 2011, el Ecuador examinaba la compatibilidad de sus 12 tratados bilaterales restantes con las prescripciones constitucionales (sección 7) ii)), y estaba estudiando la posibilidad de darlos por terminados;  el proceso de arbitraje previsto en esos acuerdos está vinculado con el CIADI (sección 7) ii)), organismo del que el Ecuador se retiró en 2009.
  En 2005, el Ecuador mantenía 20 acuerdos bilaterales sobre la promoción y la protección recíproca de las inversiones.
  El Ecuador mantiene 13 tratados de doble imposición
, y aplica, en esta esfera, las Decisiones 40 y 578 de la Comunidad Andina.  Algunos de estos tratados contienen disposiciones de "descuento del impuesto potencial" (Brasil) o de trato NMF (Bélgica, Canadá y Chile).
� Información en línea de la Asamblea Nacional, "Constitución del Ecuador".  Consultada en:  http://www.asambleanacional.gov.ec/documentos/constitucion_de_bolsillo.pdf [2 de febrero de 2011].


� El artículo 281 de la Constitución de 2008 recomienda, entre otras cosas, adoptar políticas fiscales (presupuestarias), tributarias y arancelarias que protejan al sector agroalimentario y pesquero nacional, para evitar la dependencia de importaciones de alimentos.


� Artículos 284, 304 y 334.


� De conformidad con el artículo 313 de la Constitución de 2008, se reserva para el Estado la administración de los siguientes sectores "estratégicos" (de importancia económica fundamental para el Ecuador):  la energía (en todas sus formas), las telecomunicaciones, los recursos naturales no renovables, el transporte y la refinación de hidrocarburos, la biodiversidad y el patrimonio genético, el espectro radioeléctrico, el agua y los demás que determine la ley.  El artículo 314 establece que el Estado será responsable de la provisión de los servicios públicos de agua potable y de riego, saneamiento, energía eléctrica, telecomunicaciones, vialidad, infraestructuras portuarias y aeroportuarias, y los demás que determine la ley.


� Habida cuenta de que la Constitución de 2008 considera oficialmente que el actual mandato es el primer período de gobierno del Presidente, el actual Jefe de Estado puede presentarse a elecciones para un segundo período presidencial de cuatro años en 2013.  De conformidad con la anterior Constitución, el Presidente podía ser reelecto, pero sólo después de transcurrido un período mínimo de cuatro años tras el final de un mandato.


� Artículo 134 de la Constitución de 2008.


� Artículo 103 de la Constitución de 2008.


� Artículo 441 de la Constitución de 2008.


� Artículos 432 y 434 de la Constitución de 2008.


� Artículos 261 a 264 de la Constitución de 2008.


� Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, 19 de octubre de 2010 (Economist Intelligence Unit, 2010).


� Artículos 71 y 72 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre de 2010.


� Decreto Ejecutivo 733, de 11 de abril de 2011.


� Con anterioridad al establecimiento del COMEX, la "determinación" de la política de comercio exterior estaba a cargo del COMEXI.  Para obtener más información sobre el COMEXI, véase el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Las entidades que forman parte del Consejo Sectorial de la Producción son las siguientes:  el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca;  el Ministerio de Industrias y Productividad;  el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración;  el Ministerio de Turismo;  el Ministerio de Trasporte y Obras Públicas;  el Ministerio de Relaciones Laborales;  el Servicio de Rentas Internas;  el Servicio Nacional de Aduana;  el Servicio Ecuatoriano de Capacitación Profesional;  el Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual y la Secretaría Nacional de Ciencia y Tecnología (Consejo Sectorial de la Producción, 2010).


� Los ministerios de coordinación supervisan las actividades que se llevan a cabo en sus respectivos ámbitos de actuación (información en línea de la Presidencia de la República del Ecuador, "Directorio de Instituciones".  Consultada en:  http://www.presidencia.gov.ec/index.php?option=com_sobi2&Itemid=118).


� Transparency International sistemáticamente clasifica al Ecuador en las últimas posiciones entre los países de la región analizados.  El Ecuador ocupó el puesto 146 entre los 180 países examinados con respecto al Índice de Percepción de Corrupción de Transparency International de 2009 y recibió un puntaje de 2,2 sobre 10 (10:  nada corrupto, 0:  muy corrupto).  En el Hemisferio Occidental, sólo el Paraguay, la República Bolivariana de Venezuela y Haití recibieron puntajes más bajos que el Ecuador (Transparency International, 2010).  Según las estimaciones de la encuesta nacional de 2007 sobre corrupción y buen gobierno, 2.320 actos de corrupción en 23 servicios públicos representaron un costo medio para los hogares ecuatorianos de unos 178 dólares EE.UU. anuales, lo que supone que anualmente se pagan alrededor de 533 millones de dólares EE.UU. en concepto de sobornos por el uso de esos servicios.  Según las autoridades, el índice de percepción de corrupción se redujo del 86 por ciento registrado en 2006 al 74 por ciento en 2010.


� El Ecuador no es signatario de la Convención para combatir el cohecho de servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales de la OCDE, de 1999;  la Argentina, el Brasil, Chile y México son los únicos países latinoamericanos signatarios.


� Secretaría de Transparencia de Gestión, Boletín de prensa 137, "Ecuador presidirá Observatorio Andino de lucha contra la corrupción", 1º de marzo de 2011.  Consultado en:  http://www.secretariatransparencia.gov.ec/index.php?option=com_phocadownload&view=file&id=256%3A137-ecuador-presidir-observatorio-andino-de-lucha-contra-la-corrupcin&Itemid=16&lang=es [2 de julio de 2011].


� Según el Secretario de Transparencia de Gestión, "Si el trabajo de la Función Judicial no se basa en la ética, valores y está motivado únicamente por el dinero y el poder, no será posible llegar a un Estado transparente, ya que el principal motivador de que la corrupción persista, es la impunidad" (información en línea de la Secretaría Nacional de Transparencia de Gestión, "Para el Secretario Nacional de Transparencia la impunidad es la causa de la corrupción", 16 de junio de 2011.  Consultado en:  http://www.secretaria�transparencia.gov.ec/index.php?option=com_content&view=category&layout=blog&id=1&Itemid=64&lang=es [7 de julio de 2011].


� Las disposiciones constitucionales sobre la función de transparencia y control social promueven el control de las entidades y organismos del sector público, y de las personas naturales o jurídicas del sector privado que presten servicios o desarrollen actividades de interés público, para que los realicen con responsabilidad, transparencia y equidad.  Estas disposiciones también incentivan la participación ciudadana en la función de transparencia y control social, que debe proteger el ejercicio y cumplimiento de los derechos, y prevenir y combatir la corrupción.  Estas funciones de transparencia y control social son ejecutadas por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, la Defensoría del Pueblo, la Contraloría General del Estado y las superintendencias.  Estas entidades tienen autonomía administrativa, financiera, presupuestaria y organizativa (artículo 204 de la Constitución de 2008).


� Para obtener más información sobre la Secretaría Nacional de Transparencia de Gestión, véase la información en línea de dicho organismo, "Mapa del Sitio".  Consultada en:  http://www.secretariatransparencia.gov.ec/index.php?option=com_xmap&sitemap=1&Itemid=4&lang=es.


� Economist Intelligence Unit (2010).


� Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LOTAIP) (Ley Nº 24), Suplemento del Registro Oficial Nº 337, de 18 de mayo de 2004.  Consultada en:  http://www.secretariatransparencia.gov.ec/index.php?option=com_phocadownload&view=file&id=2%3Aley-orgnica-de-transparencia-y-acceso-a-la-informacin-pblica-lotaip-formato-pdf-de-56-2-kb&Itemid=9&lang=es [2 de julio de 2011].


� Artículo 425 de la Constitución de 2008.  Para obtener más información sobre la definición de cada tipo de instrumento jurídico, véase el documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Información en línea de la Revista Judicial.  Consultado en:  http://www.derechoecuador.com/.


� Artículos 304 a 307 de la Constitución de 2008.


� Banco Interamericano de Desarrollo (2008).


� En 2005, la productividad total de los factores del Ecuador fue el 39,7 por ciento de la de los Estados Unidos;  el Ecuador ocupó el puesto 15  entre los 18 países de la región a los que se aplica esta medida.  Además, ocupó el puesto 17 (entre un total de 24 países) en relación con el promedio de la productividad total de los factores en la agricultura (1961-2007) (Banco Interamericano de Desarrollo, 2010).


� Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (SENPLADES), Boletín de prensa Nº 163, "Ecuador cuenta con un nuevo Plan Nacional de Desarrollo para el período 2009-2013", 5 de noviembre de 2009.  Consultado en:  http://www.senplades.gob.ec/c/document_library/get_file?uuid=0c4a1216-2a15-41a9-994b-bd3c8d743402&groupId=18607 [2 de febrero de 2011];  e información en línea de SENPLADES, "Plan Nacional para el Buen Vivir 2009-2013:  Construyendo un Estado Plurinacional e Intercultural".  Consultada en:  http://plan.senplades.gob.ec/web/guest/inicio;jsessionid=834F69B3E3B3DCBB1D32AD4AF5E44D3D [2 de julio de 2011].


� Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, Registro Oficial Nº 351, de 29 de diciembre de 2010.


� Consejo Sectorial de la Producción (2010).


� Ministerio de Coordinación de la Política Económica (2011a).


� En el artículo 13 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones se define la inversión productiva como el flujo de recursos destinados a producir bienes y servicios, ampliar la capacidad productiva y generar fuentes de trabajo.


� Artículo 416 de la Constitución de 2008.


� Documento WT/MIN(09)/ST/38 de la OMC, de 1º de diciembre de 2009.


� Información en línea de la OMC, "Global Technical Assistance Database:  Ecuador".  Consultada en:  http://gtad.wto.org/ben_country.aspx?entityID=156;  y documento WT/COMTD/AFT/W/16/Add.3 de la OMC, de 15 de febrero de 2011.


� Documento WT/COMTD/AFT/W/16/Add.3 de la OMC, de 15 de febrero de 2011.


� Como se indicó en el anterior Examen, el Plan Plurianual de Gobierno 2003-2007 del Ecuador buscaba "impulsar la integración mundial, hemisférica, regional y subregional mediante una posición nacional firme en las negociaciones en el seno del Área de Libre Comercio de las Américas, el MERCOSUR, la Unión Europea y la Cuenca del Pacífico, así como el fortalecimiento de los acuerdos comerciales dentro de la Comunidad Andina y la ALADI" (documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005).


� Artículos 416 y 423 de la Constitución de 2008.


� En mayo de 1969, el Ecuador se adhirió al Pacto Andino, que, en 1997, se convirtió en la CAN.  Los otros miembros de la CAN son el Estado Plurinacional de Bolivia, Colombia y el Perú;  la República Bolivariana de Venezuela se retiró de la CAN en julio de 2006.  Para obtener más información sobre la Comunidad Andina de Naciones, véase la información en línea de la CAN.  Consultada en:  http://www.comunidadandina.org/index.htm;  y documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Departamento de Estadística de las Naciones Unidas, base de datos Comtrade (CUCI Rev.3).


� Información en línea de la CAN, "Política Arancelaria".  Consultada en:  http://www.comunidadandina.org/comercio/union.htm [17 de febrero de 2011].


� Para obtener más información sobre las negociaciones entre la UE y la CAN, véase la información en línea de Bilaterals.org, "Negotiations:  EU-CAN".  Consultada en:  http://www.bilaterals.org/ spip.php?rubrique150.


� Los otros miembros de la ALADI son:  la Argentina, el Brasil, Chile, Colombia, Cuba, el Estado Plurinacional de Bolivia, México, el Paraguay, el Perú, la República Bolivariana de Venezuela y el Uruguay.  Para obtener más información sobre los acuerdos y actividades de la ALADI, así como sobre los acuerdos en los que participa el Ecuador, véase la información en línea de la ALADI.  Consultada en:  http://www.aladi.org/nsfweb/sitio/index.htm;  y documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Departamento de Estadística de las Naciones Unidas, base de datos Comtrade (CUCI Rev.3).


� Acuerdo de Complementación Económica Nº 32, de 20 de diciembre de 1994.


� El acuerdo con los miembros del MERCOSUR establece un régimen de medidas especiales para productos agrícolas que permite a los miembros disminuir o suspender las preferencias arancelarias si su volumen o precio de importación excede un umbral determinado (Acuerdo de Complementación Económica Nº 59, de 16 de diciembre de 2003, Anexo I, artículo 24).


� Información en línea del Ministerio de Relaciones Exteriores, "Negociaciones exitosas entre Ecuador y Guatemala", 28 de enero de 2011.  Consultada en:  �HYPERLINK "http://www.mmrree.gob.ec/2011/bol065.asp [17"��http://www.mmrree.gob.ec/2011/bol065.asp [17� de febrero de 2011].


� Documentos WT/COMTD/59 y WT/COMTD/72 de la OMC, de 25 de enero de 2007 y 8 de noviembre de 2010, respectivamente.


� Información en línea de la UNCTAD, "Global System of Trade Preferences:  Concessions granted by Ecuador".  Consultada en:  http://www.unctadxi.org/Secured/GSTP/Concessions/Ecuador_en.PDF.


� Los otros signatarios de la UNASUR son:  la Argentina, el Brasil, Colombia, Chile, el Estado Plurinacional de Bolivia, Guyana, el Paraguay, el Perú, la República Bolivariana de Venezuela, Suriname y el Uruguay.  Para obtener más información sobre el tratado de la UNASUR, véase la información en línea del Ministerio de Relaciones Exteriores, "Tratado Constitutivo de la Unión de Naciones Suramericanas".  Consultada en:  http://www.mmrree.gob.ec/pol_exterior/trata_const_unasur.pdf;  y Economist Intelligence Unit (2010).


� El Ejecutivo se adhirió al ALBA mediante la emisión de un Decreto Presidencial, sin presentar la propuesta a la Función Legislativa para su ratificación.  Otros países miembros del ALBA son:  Antigua y Barbuda, Cuba, Dominica, el Estado Plurinacional de Bolivia, Nicaragua, la República Bolivariana de Venezuela y San Vicente y las Granadinas.  Los miembros del ALBA representan menos del 7 por ciento del PIB de América Latina.


� Ministerio de Coordinación de la Política Económica (2011b).


� Documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� El 23 de febrero de 2007, el Ecuador solicitó el establecimiento de un grupo especial para que examinara si el régimen de las Comunidades Europeas para los bananos, que en una anterior diferencia había sido declarado incompatible con las obligaciones en el marco de la OMC, se había puesto en conformidad con las normas de la OMC.  En los informes del Grupo Especial y del Órgano de Apelación distribuidos en 2008 se constató que el nuevo régimen para los bananos no cumplía las obligaciones en el marco de la OMC.  El 15 de diciembre de 2009, el Ecuador, la Unión Europea y varios otros Miembros de la OMC firmaron el Acuerdo de Ginebra sobre Comercio de Bananos, poniendo fin a 15 años de diferencias relacionadas con el régimen de las CE UE para los bananos.  Dicho acuerdo fue ratificado por el Parlamento Europeo el 3 de febrero de 2011 (información en línea de la OMC, "Solución de diferencias:  diferencia DS27".  Consultada en:  http://www.wto.org/spanish/tratop_s/dispu_s/cases_s/ds27_s.htm [21 de febrero de 2011]).


� Este asunto se inició en 2005 y concluyó en agosto de 2007, cuando los Estados Unidos informaron de que habían aplicado las recomendaciones del Grupo Especial (información en línea de la OMC, "Solución de diferencias:  diferencia DS335".  Consultada en:  http://www.wto.org/spanish/tratop_s/dispu_s/ cases_s/ds335_s.htm [21 de febrero de 2011]).


� El Ecuador participó como tercero en las diferencias relativas a los precios indicativos y restricciones de los puertos de entrada aplicados por Colombia;  las medidas de los Estados Unidos relativas a la importación, comercialización y venta de atún y productos de atún;  y en tres asuntos relacionados con las medidas de China con respecto a la exportación de diversas materias primas (información en línea de la OMC, "Información por Miembro:  Ecuador y la OMC".  Consultada en:  http://www.wto.org/spanish/�thewto_s/countries_s/ecuador_s.htm).


� A julio de 2011, 15 juicios incoados por empresas extranjeras contra el Estado ecuatoriano seguían siendo jurídicamente válidos ante el CIADI.


� El artículo 27 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones dispone que en los contratos marco de inversión (véase la sección 8)) se incluirán cláusulas arbítrales de conformidad con las cuales los conflictos podrán resolverse mediante mecanismos de arbitraje internacional mutuamente convenidos, con arreglo a los tratados vigentes de los que el Ecuador es signatario.  Sin embargo, el artículo 422 de la Constitución de 2008 sólo reconoce los centros de arbitraje locales o latinoamericanos u otros foros acordados entre las partes para la solución de controversias entre el Estado y los inversionistas, lo que podría limitar las futuras opciones de arbitraje para los inversionistas.


� En 2011, el Banco Mundial situó al Ecuador en el puesto 130 (entre 183 economías) en términos de facilidad general de hacer negocios, es decir que bajó tres posiciones con respecto a 2010;  en la clasificación relativa a la protección de los inversionistas ocupó el puesto 132 y en la relacionada con el establecimiento de empresas, el puesto 158 (Banco Mundial y Corporación Financiera Internacional, 2010).  El Ecuador ocupa el puesto 38 (37 en 2007-2008) entre 48 economías según el Índice de Opacidad de 2009, que mide el grado en que dichas economías carecen de prácticas claras, precisas, fácilmente detectables y ampliamente aceptadas que regulen las relaciones entre los gobiernos, las empresas comerciales y los inversionistas.  El Índice de Opacidad comprende cinco componentes que pueden considerarse como "capital social negativo".  Se trata de la corrupción, las deficiencias del sistema jurídico, las políticas de observancia económica, las normas contables y la gobernanza empresarial, y la reglamentación (Milken Institute, 2009).


� Artículo 17 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010.


� Artículo 339 de la Constitución de 2008.


� Artículo 315 de la Constitución de 2008.


� Ley Nº 46, Registro Oficial Nº 216, de diciembre de 1997.


� Para obtener más información sobre el ámbito de competencia de INVESTECUADOR, véase la información en línea de dicho organismo.  Consultada en:  http://www.investecuador.ec/.


� Artículo 19 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010.


� Artículo 13 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010.


� Artículo 14 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010.


� Según el Banco Mundial, para establecer una nueva empresa en el Ecuador hace falta cumplir en promedio 13 trámites, el proceso lleva 56 días y el costo es del 32,6 por ciento del PIB per cápita.  El promedio para América Latina y el Caribe es de nueve trámites, 57 días y un costo del 36,2 por ciento del PIB.  (Banco Mundial y Corporación Financiera Internacional, 2010.)


� Consejo Sectorial de la Producción (2010).


� Ley Nº 691, de mayo de 1995.


� Ley de Extranjería Nº 887, de agosto de 1979;  y Economist Intelligence Unit (2010).


� Documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005.


� Entre ellos, los servicios financieros, los servicios profesionales, el transporte acuático-marítimo, los servicios públicos, la explotación o exploración de recursos naturales, la ejecución de obras públicas, las sociedades portuarias y los servicios de radiodifusión (Decisión 659 de la Comunidad Andina, de 14 de diciembre de 2006.  Consultada en:  http://www.comunidadandina.org/normativa/dec/D659.htm [17 de mayo de 2011]).


� Artículo 282 de la Constitución de 2008.


� Artículo 323 de la Constitución de 2008.


� Artículo 18 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010.


� Artículo 25 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010 y Decreto Ejecutivo Nº 757, Reglamento a la Estructura e Institucionalidad de Desarrollo Productivo de la Inversión y de los Mecanismos e Instrumentos de Fomento Productivo, Establecidos en el Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones, de 6 de mayo de 2011, Suplemento del Registro Oficial Nº 450, de 17 de mayo de 2011.  Los decretos ejecutivos y presidenciales pueden consultarse en la información en línea del Sistema de Información para la Gobernabilidad Democrática (SIGOB), "Sistema de Información de Decretos Presidenciales".  Consultada en:  http://www.sigob.gov.ec/decretos/.


� En el artículo 27 del Código Orgánico de la Producción, Comercio e Inversiones de 2010 se indican todos los métodos posibles de resolución de conflictos (sección 7) ii)).  Los conflictos que no se solucionan de manera amistosa por medio de procedimientos administrativos se someterán a una instancia obligatoria de mediación y, si la controversia subsiste, el conflicto podrá ser sometido a arbitraje nacional o internacional, de conformidad con los Tratados vigentes, de los que Ecuador forma parte.  Esos procedimientos de arbitraje no se aplican a los asuntos tributarios.


� El Ecuador se retiró del CIADI después de que, en julio de 2009, la empresa francesa de gas y petróleo Perenco presentara una demanda contra el Gobierno ecuatoriano ante el CIADI reclamando 327 millones de dólares EE.UU.  En julio de 2009, PETROECUADOR, empresa petrolera estatal, incautó los activos ecuatorianos de Perenco como medida para reclamar el impuesto a los ingresos extraordinarios adeudado (Economist Intelligence Unit, 2010).


� Los signatarios de esos acuerdos eran:  Alemania, la Argentina, el Canadá, Chile, China, Cuba, El Salvador, España, el Estado Plurinacional de Bolivia, los Estados Unidos, Finlandia, Francia, Nicaragua, el Paraguay, el Perú, el Reino Unido, la República Bolivariana de Venezuela, Rumania, Suiza y el Uruguay (documento WT/TPR/S/148/Rev.1 de la OMC, de 25 de julio de 2005).


� Los signatarios de esos acuerdos son:  Alemania, la Argentina, Bélgica, el Brasil, el Canadá, Chile, España, Francia, Italia, México, Rumania, Suiza y los países de la Comunidad Andina.






